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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
DEPARTAMENTO DE BOLÍVAR 

 

 
 

JUZGADO CUARTO DE FAMILIA DE CARTAGENA  
Cartagena de Indias, veintiuno (21) de abril de dos mil veintiuno (2021) 

                                                                                                
            REFERENCIA         ACCION DE TUTELA 
            EXPEDIENTE.        No 13-001-31-10-004-2021-000153-00 
            ACCIONANTE        ORLANDO RAFAEL POLO CHARRY 
            ACCIONADA          ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES-COLPENSIONES. 
 
Procede el Despacho a proferir fallo de primera instancia dentro de la acción de tutela incoada por el 
señor ORLANDO RAFAEL POLO CHARRY, en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 
PENSIONES-COLPENSIONES por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales de 
petición y seguridad social. 

ANTECEDENTES  
 

Manifiesta el accionante, señor ORLANDO RAFAEL POLO CHARRY, contar con la edad de 83 años, 
que en fecha 20 de noviembre de 2020, presentó a través de apoderado judicial, ante la AFP 
COLPENSIONES, solicitud radicada bajo el # 2020-11899371, tendiente a la inclusión en nómina del 
incremento del 14% por cónyuge a cargo, que fue ordenado por el JUZGADO PRIMERO LABORAL 
DEL CIRCUITO DE CARTAGENA, en la misma fecha recibió comunicación en la que le manifestaron 
que su solicitud había sido radicada y remitida al área competente. Que en su página de consulta la 
encartada COLPENSIONES cuenta con cuatro meses para emitir una respuesta, sin embargo, a la 
fecha de la presentación de esta acción de tutela, dicha entidad no ha dado respuesta de fondo a su 
solicitud de cumplimiento de lo ordenado mediante sentencia judicial.  
 
La solicitud de esta tutela fue admitida por auto de fecha ocho (8) de abril del presente año 2021, 
notificándose a las partes, y solicitando a la entidad accionada, rindiera un informe sobre los hechos 
que dieron lugar a esta acción.  
 
Síntesis de la contestación de la demanda. 
 
En lo pertinente y relevante al caso que nos ocupa, manifiesta la accionante a través de la Directora 
de acciones constitucionales de dicha entidad, que la acción de tutela es improcedente, toda vez que 
el accionante debe acudir a la ejecución de la sentencia judicial.  En cuanto al trámite interno para el 
cumplimiento de los fallos judiciales, manifiesta que a esa entidad se le notifican en promedio 6.851 
sentencias condenatorias mensuales y que deben surtirse algunos trámites internos. Por lo anterior, 
solicita se niegue la presente acción de tutela. 
 
Problema Jurídico 
 
Establecer si la accionada se encuentra inmersa en circunstancia violatoria de los derechos 
fundamentales invocados por el accionante. 
 

CONSIDERACIONES 
 
La Acción de Tutela fue consagrada por el Art. 86 de la Constitución Nacional, reglamentada por los 
Decretos 2591 de 1991 y 306 de 1992, con el objetivo de proteger los derechos fundamentales de los 
ciudadanos; por lo anterior, cualquier persona podrá solicitar esta acción, cuando considere que estos 
Derechos Fundamentales se encuentran de una u otra manera violentada o se encuentran 
amenazados por la acción u omisión de cualquier Autoridad Pública. 
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La acción de tutela es un instrumento jurídico que permite brindar a cualquier persona, sin mayores 
requisitos de orden formal, la protección específica e inmediata de sus derechos constitucionales 
fundamentales, cuando de acuerdo con las circunstancias concretas de cada caso y  a   falta    de  otro 
medio de orden legal que permita el debido amparo de los derechos, éstos sean vulnerados o 
amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública o de un particular en los términos que 
señale la ley. 
 
La pretensión del accionante señor EDUARDO RAFAEL POLO CHARRY está dirigida a que, a través 
de este medio preferente y sumario, se le tutelen sus derechos fundamentales de petición y seguridad 
social, y se ordene a la encartada COLPENSIONES, expedir resolución que resuelva de fondo la 
solicitud de inclusión en nómina de incremento del 14% presentada en fecha 20 de noviembre de 
2020. 
 

Artículo 23 C. N. 
 

Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general 
o particular y a obtener pronta resolución.  El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas 
para garantizar los derechos fundamentales. 

 
En cuanto al derecho de petición, cuyo amparo invoca el accionante, hemos de referirnos al criterio 
de la Corte Constitucional en cuanto a los elementos que constituyen dicho derecho. 
 

 
Sentencia T-206/18 
 

EL DERECHO FUNDAMENTAL DE PETICIÓN 
  
De conformidad con el artículo 23 de la Constitución Política de 1991, toda persona tiene derecho a presentar 
peticiones respetuosas ante las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener una pronta 
resolución. Tal derecho permite hacer efectivos otros derechos de rango constitucional, por lo que ha sido 
considerado por la jurisprudencia como un derecho de tipo instrumental, en tanto que es uno de los mecanismos 
de participación más importantes para la ciudadanía, pues es el principal medio que tiene para exigir a las 
autoridades el cumplimiento de sus deberes. 
  
El derecho de petición, según la jurisprudencia constitucional, tiene una finalidad doble: por un lado, permite que 
los interesados eleven peticiones respetuosas a las autoridades y, por otro, garantiza una respuesta oportuna, 
eficaz, de fondo y congruente con lo solicitado. Ha indicado la Corte que “(…) dentro de sus garantías se 
encuentran (i) la pronta resolución del mismo, es decir que la respuesta debe entregarse dentro del término 
legalmente establecido para ello; y (ii) la contestación debe ser clara y efectiva respecto de lo pedido, de 
tal manera que permita al peticionario conocer la situación real de lo solicitado”. En esa dirección también 
ha sostenido que a este derecho se adscriben tres posiciones: “(i) la posibilidad de formular la petición, 
(ii) la respuesta de fondo y (iii) la resolución dentro del término legal y la consecuente notificación de la 
respuesta al peticionario”. 
  
El primer elemento, busca garantizar la posibilidad efectiva y cierta que tienen las personas de presentar solicitudes 
respetuosas ante las autoridades y los particulares en los casos establecidos por la ley, sin que se puedan abstener 
de recibirlas y por lo tanto de tramitarlas. Al respecto, la sentencia C-951 de 2014 indicó que “los obligados a 
cumplir con este derecho tienen el deber de recibir toda clase de petición, puesto que esa posibilidad hace parte 
del núcleo esencial del derecho”. 
  
El segundo elemento implica que las autoridades públicas y los particulares, en los casos definidos por la ley, 
tienen el deber de resolver de fondo las peticiones interpuestas, es decir que les es exigible una respuesta que 
aborde de manera clara, precisa y congruente cada una de ellas; en otras palabras, implica resolver materialmente 
la petición. La jurisprudencia ha indicado que una respuesta de fondo deber ser: “(i) clara, esto es, inteligible y 
contentiva de argumentos de fácil comprensión; (ii) precisa, de manera que atienda directamente lo pedido sin 
reparar en información impertinente y sin incurrir en fórmulas evasivas o elusivas ; (iii) congruente, de suerte que 
abarque la materia objeto de la petición y sea conforme con lo solicitado; y (iv) consecuente con el trámite que se 
ha surtido, de manera que, si la respuesta se produce con motivo de un derecho de petición elevado dentro de un 
procedimiento del que conoce la autoridad de la cual el interesado requiere la información, no basta con ofrecer 
una respuesta como si se tratara de una petición aislada o ex novo, sino que, si resulta relevante, debe darse 
cuenta del trámite que se ha surtido y de las razones por las cuales la petición resulta o no procedente”.  En esa 
dirección, este Tribunal ha sostenido “que se debe dar resolución integral de la solicitud, de manera que se atienda 
lo pedido, sin que ello signifique que la solución tenga que ser positiva”  
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El tercer elemento se refiere a dos supuestos. En primer lugar, (i) a la oportuna resolución de la petición que implica 
dar respuesta dentro del término legal establecido para ello. Al respecto, la Ley 1755 de 2015 en el artículo 14 fijó 
el lapso para resolver las distintas modalidades de peticiones. De dicha norma se desprende que el término general 
para resolver solicitudes respetuosas es de 15 días hábiles, contados desde la recepción de la solicitud. La 
ausencia de respuesta en dicho lapso vulnera el derecho de petición. En segundo lugar, al deber de notificar que 
implica la obligación del emisor de la respuesta de poner en conocimiento del interesado la resolución de fondo, 
con el fin que la conozca y que pueda interponer, si así lo considera, los recursos que la ley prevé o incluso 
demandar ante la jurisdicción competente. Se ha considerado que la ausencia de comunicación de la respuesta 
implica la ineficacia del derecho. En ese sentido, la sentencia C-951 de 2014 indicó que “el ciudadano debe conocer 
la decisión proferida por las autoridades para ver protegido efectivamente su derecho de petición, porque ese 
conocimiento, dado el caso, es presupuesto para impugnar la respuesta correspondiente” y, en esa dirección, “la 
notificación es la vía adecuada para que la persona conozca la resolución de las autoridades, acto que debe 
sujetarse a lo normado en el capítulo de notificaciones de la Ley 1437 de 2011”. 

 
 
Dentro del expediente que se estudia, no existe evidencia de que la encartada COLPENSIONES, haya 
dado respuesta, independientemente de su sentido, al accionante señor EDUARDO RAFAEL POLO 
CHARRY, así como tampoco lo manifiesta en el informe rendido a este Despacho Judicial, vulnerando 
con esta conducta, su derecho de petición.  
 
Ahora bien, la solicitud del accionante radica en la necesidad de que la encartada AFP 
COLPENSIONES, incluya en su nómina de pensionado, el 14% por cónyuge a su cargo, como fue 
ordenado mediante sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Cartagena, en 
fecha 28 de septiembre de 2018, y ratificada por la Sala Primera de decisión Laboral del Distrito 
Judicial de Cartagena en segunda instancia, en fecha 5 de abril de 2019 
 
Establece el Art. 6º. Del Decreto 2591 de 1991 que: 
 

La acción de tutela no procederá: 
 
1. Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo 
transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en 
cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentra el solicitante 

 
En lo relacionado a la subsidiariedad en el caso en estudio, cuenta el accionante con el trámite de 
ejecución de la sentencia proferida por el juzgado Primero Laboral del circuito de Cartagena, en 
principio, sería improcedente la presente acción de tutela,  sin embargo, como quiera que es obligación 
del juez de tutela de analizar la eficacia de los medios con que cuenta el accionante, atendiendo sus 
circunstancias personales, a ello se procede, en apoyo al criterio de la Corte Constitucional en 
sentencia T-048/19. 
 

La ejecución de las sentencias se traduce en la sujeción de los ciudadanos y los poderes públicos a la Constitución, 
y que el incumplimiento de esa garantía constituye un grave atentado al Estado de derecho. Al analizar esta 
garantía en relación con los principios constitucionales de celeridad, eficacia y prevalencia del derecho sustancial 
sobre las formalidades propias de cada proceso, como presupuestos de la función judicial y administrativa, es 
posible hablar del cumplimiento de las providencias judiciales, como una faceta del núcleo esencial del debido 
proceso 
  … 
  
 4.     El deber y obligación de las autoridades públicas de cumplir oportunamente los fallos judiciales 
ejecutoriados como garantía de los derechos fundamentales al debido proceso y al acceso a la 
administración de justicia. Reiteración de jurisprudencia. 
  
La jurisprudencia de esta Corte ha señalado que el debido proceso y la garantía del derecho a la jurisdicción, 
comprende los derechos al libre e igualitario acceso ante los jueces y autoridades administrativas, a obtener 
soluciones y decisiones motivadas en un plazo razonable, a que estas puedan ser impugnadas ante las autoridades 
de jerarquía superior, y al cumplimiento efectivo de lo decidido en el fallo. 
  
La Sala Primera de Revisión en la sentencia T-371 de 2016, explicó que la ejecución de las sentencias se traduce 
en la sujeción de los ciudadanos y los poderes públicos a la Constitución, y que el incumplimiento de esa garantía 
constituye un grave atentado al Estado de derecho. Al analizar esta garantía en relación con los principios 
constitucionales de celeridad, eficacia y prevalencia del derecho sustancial sobre las formalidades propias de cada 
proceso, como presupuestos de la función judicial y administrativa, es posible hablar del cumplimiento de las 
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providencias judiciales, como una faceta del núcleo esencial del debido proceso (Preámbulo y artículos 1, 2, 6, 29 
y 86 de la Constitución). 
  
En la misma decisión, la Corte explicó que el derecho a una tutela judicial efectiva implica la existencia de un plazo 
razonable en el cumplimiento de las decisiones judiciales, para resolver y ejecutar lo resuelto. 
Esta razonabilidad que en principio es establecida por el legislador busca hacer efectivos los derechos o intereses 
de las personas reconocidos o declarados en una sentencia con base en la obligación correlativa de la 
administración de cumplir las providencias judiciales. De manera que, cuando una autoridad demandada “se 
rehúsa o se abstiene de ejecutar lo dispuesto en una providencia judicial que le fue adversa, no sólo vulnera los 
derechos fundamentales que a través de esa última se han reconocido a quien invocó la protección, sino que 
desacata una decisión que hizo tránsito a cosa juzgada, violándose por esta vía el ordenamiento jurídico superior”. 
Lo anterior, comoquiera que “la misión de los jueces de administrar justicia mediante sentencias con carácter 
obligatorio exige de los entes ejecutivos una conducta de estricta diligencia en el cumplimiento de las mismas, con 
el fin de mantener vigente el Estado de Derecho, actuar en concordancia con sus fines esenciales e inculcar en la 
población una conciencia institucional de respeto y sujeción al ordenamiento jurídico.”  
  
Finalmente, la sentencia en comento señaló que el cumplimiento expreso de las sentencias judiciales por parte de 
las autoridades encargadas de su ejecución implica, además, el mandato de proceder a su acatamiento conforme 
lo ordenado en la parte resolutiva de ellas, como parte del contenido propio de los principios de buena fe (artículo 
83 de la Constitución), racionalidad de la actuación administrativa y seguridad jurídica. 
…  
  
La subsidiariedad también está cumplida debido a que (i) el mecanismo judicial ordinario que en principio existe para 
agotar la controversia -proceso ejecutivo-, no es idóneo ni eficaz para salvaguardar los derechos fundamentales del 
accionante, pues (ii) el actor es una persona de la tercera edad (71 años) quien no cuenta con otro sustento económico 
para amparar su mínimo vital.  
  
En efecto, la Sala encuentra que en este caso se puede plantear, a primera vista, que el actor puede acudir al proceso 
ejecutivo para solicitar el efectivo pago de la pensión de vejez que le fue reconocida en el proceso ordinario laboral 
adelantado ante el Juzgado Laboral del Circuito de Turbo – Antioquia y en ese punto confirmada por el Tribunal Superior 
de Antioquia – Sala Laboral. No obstante lo anterior, la jurisprudencia de esta Corte ha reconocido que cuando el 
incumplimiento de una obligación de dar, reconocida en una sentencia judicial ejecutoriada, implica la vulneración de 
derechos y garantías constitucionales básicas, como en este caso el mínimo vital, la seguridad social, la salud, el debido 
proceso, el acceso a la administración de justicia y la dignidad humana, la acción de tutela se torna procedente pues “la 
vía ejecutiva no cuenta con la virtualidad de tener la misma efectividad del mecanismo constitucional.”  
  
La Sala considera, con base en la propia jurisprudencia de esta Corporación, que si un ciudadano ha acudido a la 
jurisdicción ordinaria con el propósito de resolver una controversia respecto al otorgamiento de una prestación pensional, 
y una autoridad judicial ha concedido el reconocimiento de un derecho, resulta imperativo el acatamiento de dicho 
pronunciamiento judicial, pues con este último se materializan los derechos reconocidos. 
  
En el caso que se estudia, el análisis de subsidiaridad muestra que si bien el actor puede acudir, en principio, ante un 
juez ejecutivo, lo cierto es que la negativa de Colpensiones en relación con el cumplimiento del fallo laboral que reconoció 
la pensión de vejez al señor Eduardo González Madera, conlleva a la violación de sus derechos al mínimo vital y a la 
seguridad social, debido a que es una persona de la tercera edad, de 71 años, quien derivaría su sustento económico de 
la mesada pensional que solicita le sea pagada. Por tal motivo, exigirle que acuda al juez ordinario, para agotar un proceso 
ejecutivo que podría dilatar el pago de una prestación que ya fue efectivamente reconocida en un proceso ordinario 
previo, resultaría desproporcionado e irrazonable, razón por la que la acción de tutela resulta el mecanismo más eficaz 
para salvaguardar sus derechos fundamentales. 
  
 Sin embargo, la Sala considera que en el caso bajo estudio se produjo, en su momento, la vulneración de los derechos 
fundamentales señalados por el accionante, pues de acuerdo con las consideraciones expuestas en esta providencia, 
cuando una autoridad pública, como en este caso Colpensiones, se abstiene de ejecutar oportunamente una orden 
proferida en una providencia judicial que le fue adversa, vulnera los derechos fundamentales de quien invocó su 
protección, y desconoce la cosa juzgada, como garantía del ordenamiento jurídico. 
  
En el caso concreto, el término de 10 meses previsto en el artículo 307 del Código General del proceso e invocado por 
Colpensiones, es irrazonable, pues no era aplicable para el efectivo cumplimiento de la orden proferida por los jueces 
ordinarios laborales… Lo anterior, comoquiera que dicha norma, se encuentra dirigida a la Nación o a las entidades 
territoriales y no a otro tipo de autoridades administrativas, como Colpensiones que es una empresa industrial y comercial 
del Estado del orden nacional (artículo 1º del Decreto 4121 de 2011), con autonomía administrativa, personería jurídica y 
patrimonio independiente. 
  
En contraste, al examinar las normas generales sobre la ejecución de las sentencias, el artículo 305 del Código General 
del Proceso señala que “podrá exigirse la ejecución de las providencias una vez ejecutoriadas o a partir del día siguiente 
al de la notificación del auto de obedecimiento a lo resuelto por el superior, según fuere el caso”. 
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Por su parte, en aquellos casos en los que esta Corporación ha ordenado el reconocimiento y pago de derechos 
prestacionales reconocidos judicialmente, se ha dispuesto la inclusión en nómina pensional de los ciudadanos en 
términos de, incluso, 24 horas. Y en otras decisiones, de acuerdo con las particularidades del caso, ha considerado que 
para el cumplimiento de la providencia judicial se debe cumplir la respectiva orden dentro de un “plazo razonable”, el cual, 
en todo caso, debe ser oportuno, célere y pronto.  
  
Como se refirió en el apartado correspondiente, la Corte ha señalado que tratándose del cumplimiento de providencias 
judiciales que han reconocido el pago de derechos pensionales, y que corresponden a obligaciones de dar, resulta una 
obligación de las autoridades administrativas concernidas el acatamiento del fallo y la materialización de los derechos 
prestacionales a través de la incorporación oportuna y célere en la nómina de quién adquirió la calidad de pensionado. 
Lo anterior, comoquiera que el ciudadano afectado, previamente, ha acudido ante la jurisdicción ordinaria para resolver 
una controversia, que le ha sido fallada favorablemente a sus intereses y pretensiones. Por lo que someterlo a una espera 
adicional cuando su derecho pensional ya ha sido reconocido sería una carga desproporcionada que tendría que asumir. 
  
En estas situaciones, el desconocimiento de este tipo de obligaciones lleva a que el juez constitucional pueda ordenar 
directamente la ejecución de la sentencia condenatoria dentro de un plazo razonable siempre que: (i) la negativa de la 
entidad en relación con el cumplimiento del fallo implique la violación de los derechos al mínimo vital y a la seguridad 
social del accionante; y que (ii) las circunstancias específicas del caso objeto de estudio desvirtúen la eficacia del proceso 
ejecutivo, lo que ameritaría acudir a la acción de tutela para obtener el cumplimiento.  
  
La jurisprudencia ha advertido que los derechos o intereses de las personas reconocidos o declarados en una sentencia 
no serían efectivos sin la obligación correlativa de la administración de cumplir las providencias judiciales oportunamente. 
En eso está fundamentado el principio de legalidad que orienta toda actividad administrativa, el cual protege a los 
asociados de decisiones arbitrarias que se apartan de la voluntad del Legislador democráticamente elegido. Lo anterior, 
se deduce de los artículos 29, 95, 228 y 229 de la Constitución Política. Las entidades públicas se encuentran en el deber 
constitucional y legal de ejecutar las sentencias en firme “sin dilaciones injustificadas” para que estas produzcan todos 
los efectos a los que están destinadas. Subrayas fuera del texto 
  
... Razón por la que, de acuerdo con lo previsto en el artículo 305 del CGP, su ejecución debía cumplirse inmediatamente 
cobrara ejecutoria la providencia de segundo grado. 
  
De esta manera, la Sala encuentra que la mora en el cumplimiento de la orden judicial por parte de Colpensiones 
constituyó una dilación injustificada y por tanto vulneró los derechos fundamentales al debido proceso, al acceso a la 
administración de justicia, y, en consecuencia, a la seguridad social, a la salud y a la dignidad humana … 

  
En el caso que nos ocupa, el accionante es un adulto mayor, que cuenta con 83 años, que desde el 
año 2017 inició el proceso ordinario laboral, el cual en primera instancia culminó con sentencia 
favorable en el año 2018 y en segunda instancia la misma fue confirmada en el año 2019, el 
accionante persona de especial protección del Estado ha acudido a las instancias ordinarias, y su 
acceso a la administración de justicia no es eficaz, con el solo hecho de que el juez ordinario haya 
pronunciado el fallo que le benefició, si no se hace efectiva por parte de la administración, del 
cumplimiento del mismo. 
 
Conforme a la Sentencia de la Corte Constitucional cuyos apartes pertinentes han sido transcritos, es 
claro que la dilación por parte de COLPENSIONES para el cumplimiento del fallo dentro del proceso 
ordinario laboral vulnera los derechos del accionante está vulnerando los derechos fundamentales del 
accionante, señor ORLANDO RAFAEL POLO CHARRY y hay lugar al amparo de estos. No puede 
COLPENSIONES argumentar el número de sentencias notificadas en promedio de manera mensual, 
para omitir el cumplimiento de una sentencia proferida por el Juez ordinario laboral.  
 
En mérito de lo anteriormente expuesto, el Juzgado Cuarto de Familia de Cartagena, administrando 
Justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

 
RESUELVE 

 
PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales de petición, seguridad social, acceso a la 
administración de justicia y dignidad humana del accionante señor ORLANDO RAFAEL POLO 
CHARRY, por las razones esbozadas en la parte considerativa de esta providencia. 
 
SEGUNDO: ORDENAR a la AFP COLPENSIONES, para que en un término no mayor de cinco (5) 
días, contadas a partir de la notificación de esta providencia, proceda a dar cumplimiento a lo resuelto 
por el Juzgado PRIMERO LABORAL DEL CIRCUITO DE CARTAGENA en primera instancia y 
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confirmado por la SALA PRIMERA DE DECISIÓN LABORAL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DEL 
DISTRITO DE CARTAGENA. 
 
TERCERO:  Notifíquese la presente sentencia de conformidad con lo establecido en el articulado 30 
del Decreto 2591 de 1991. 
 
CUARTO: En el evento de no ser impugnado este fallo, désele estricto cumplimiento, por Secretaría, 
a lo previsto en el artículo 31 del decreto 2591 de 1991- 
 

 
NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 

 
 

RODOLFO GUERRERO VENTURA 
JUEZ 
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